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.EL DOCTOR HORACIO HECTOR DE LA FUENTE DIJO:

I) La parte actora apela la sentencia de primera instancia a fs. 220. Asimismo a fs. 223 se agravia la parte demandada.

II) El a quo declaró inválida. la sanción disciplinaria aplicada al actor - amonestación grave- por considerar justificada su negativa a atender a un pasajero de la empresa -Antonio Bussi- fundando aquél su decisión en una cuestión de "conciencia" o de "principios", por tratarse el aludido pasajero de un personaje público al que califica de genocida o identificado con el régimen de facto instalado en el país a partir del 26/3/76. Contra esta decisión apela la accionada, a mi juicio, con razón.

En primer lugar comparto plenamente las afirmaciones del a quo en el sentido que el actor tuvo todo el derecho negarse a atender personalmente a quien representaba al pasajero Antonio Bussi en el trámite de embarque (una empleada de la fuerza aérea), ya que aquél invocó en la emergencia un justificativo (una cuestión de conciencia), que por las circunstancias, aparece como razonable y legítimo. La necesidad de preservar la personalidad y

..

dignidad del trabajador justifica, a mi modo de ver, que este sea relevado de

cumplir la obligación laboral a su cargo, por lo que su incumplimiento formal resulta reprochable.

Sin embargo, considero que en la situación sub-examen el actor abusó de su derecho ano atender personalmente al pasajero Bussi al adoptar la decisión extrema de rechazar lisa y llanamente la admisión del pasajero que - fuera quien fuera- tenía el innegable derecho a viajar por cuanto había adquirido el billete correspondiente expedido por su empleadora.

Me parece claro que Armella pudo perfectamente preservar su conciencia y principios sin afectar los intereses de su empleadora, 10 que hubiese sucedido ya sea hablando a otro compañero de trabajo para que atienda al pasajero, o a su superiora para que ella disponga quien debía hacerse cargo de la atención, o incluso diciéndole a la persona encargada del

,

trámite -que representaba a Bussi- que el no podía atenderla personalmente

por cuestiones de conciencia, pero que sí podían hacerlo cualquiera de sus compañeros de trabajo que cumplían sus mismas tareas en la sala de atención al público.

Por ello comparto la posición de la accionada, la que con toda razón se siente agraviada y perjudicada porque el actor, que en ese momento la representaba, decide unilateralmente negar la admisión de un pasajero legitimado para viajar sin darle ninguna alternativa ni indicación, afectando así la prestación del servicio y la imagen pública de la empresa. A mi juicio, esta actitud constituye, por parte de Armella, un incumplimiento a los deberes a su cargo que justifica la aplicación de la sanción -mínima por otra parte- impuesta por la accionada.

En conclusión, considero que el actor tenía el legítimo derecho a,

negarse o atender personalmente aun pasajero que él repudiaba, pero lo que no podía hacer, por una elemental razón de buena fe y lealtad hacia la empresa, era negar lisa y llanamente, sin alternativas, la admisión de un pasajero -fuera quien fuere- que había contratado legítimamente con su empleadora.

Desconozco así que Armella tuviera el derecho a que sus problemas de conciencia repercutieran negativamente en la prestación del servicio que prestaba la accionada.

II) Por la forma en que se resuelve deviene en abstracto el tratamiento de los agravios planteados por el actor

III) Costas en el orden causado en primera y segunda instancia. Regúlanse los honorarios de los letrados firmantes a fs. 220 y fs. 223 en un 25% y 30% respectivamente de lo que a cada uno le correspondiente percibir por su labor en la anterior etapa.

EL DOCTOR RODOLFO ERNESTO CAPON FILAS DIJO:

I.                                             Las apelaciones del actor y del demandado deben resolverse: 

II.                                            A. Marco referencial1. 

1 La decisión meramente formal, utilizada por la doctrina tradicional, se queda en la superficie del Derecho sin ahondar en las profundidades del caso concreto, constituido no sólo por normas sino también por realidades, valores y conducta transformadora, como expresa la Teoría Sistérnica del Derecho Social, de acuerdo a la cual el Derecho (d) es un conjunto, integrado por dos entradas, la realidad r y los valores (v) y dos salidas, las normas (n) y la conducta transformadora (t), pudiendo formularse: d = {r + v) + { n+ t).

2 Es una especie de suma positiva (1 + 1 = 2), las relaciones laborales se basan en el respeto mutuo, en la buena fe y en el sentido común, guardando en los archivos de la historia, junto con el arado de mancera y las ruecas de nuestras abuelas, el autoritarismo empresario, operación de resultado negativo (1 -1 = O), en que la ventaja de uno se logra por la desventaja del otro. Como expresa Amartya K. Sen, Premio Nobel de Economía 1998, "El asunto se vuelve particularmente relevante cuando se examina la posibilidad de tener un sistema moral sustantivo que dé absoluta prioridad a ciertas restricciones relacionadas con los derechos. En tal sistema, los derechos imponen restricciones que no pueden ser relajadas y que tienen el efecto de excluir ciertas alternativas. Las personas han de obedecer tales restricciones, no importan qué otras cosas puedan o no hacer" ("Bienestar, justicia y mercado", Paidós, Barcelona, 1997, pág. 102).

3. Los Derechos Humanos, como expresan la doctrina alemana (cr. Martin Kriele, "Einführung in die Staatslehre", Rowohlt, Hamburgo, 1975, Parte II, Cap.3) y la portuguesa (cr. Jorge Reis Novais, "Contributo para urna Teoria do Estado de Direito", Coimbra, 1987, Cap. III. 2.1; José Abrantes, "Direito do Trabalho, Ensaios", Cosmos, Lisboa, 1995, pág. 35) irradian su eficacia no sólo sobre el Estado sino también sobre la sociedad civil y las empresas hasta tal punto que "el principal papel del Juez reside en su independencia para velar las libertades públicas y acrecentar el respeto por los Derechos Humanos porque el Poder Judicial tiene un compromiso histórico y moral con la preservación de la dignidad del hombre" (Benedito Calheiros Bomfim, "A Crise do Direito e do Judiciario", Destaque, Río de Janeiro, 1999, pág. 71). Este compromiso judicial, ético en sus raíces, se normativiza a partir de la directiva constitucional expresada en el art. 14 y en el 14 bis de la Constitución vigente. Como los documentos de Derechos Humanos enumerados en la Constitución Nacional art. 75, inc. 22, son superiores a las leyes, ya no se puede prescindir de ellos en la solución de los casos concretos, con el agregado que la prescindencia puede originar responsabilidad internacional del Estado Argentino (CS, "Méndez Valles, Fernando c/ A. M. Pescio SCA", 26.12.1995). Del mismo modo, la Declaración Sociolaboral del Mercosur, por emanar del Tratado de Asunción, es superior a las leyes (C.N., art.75, inc. 24). Los instrumentos indicados buscan la dignificación del trabajador como parte hiposuficiente de la relación laboral. De ahí que todo lo referente alas indemnizaciones han de considerarse como elemento axiológico y no como componente económico de los costos.

La dignidad del hombre, fuerza que surge de su naturaleza y se expande a todos los componentes de la sociedad civil, se ha expresado en la Carta Internacional de derechos humanos, especialmente en la Declaración Universal de derechos humanos (art.1) y en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (art. 3). También en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (Preámbulo).

Siempre, pero sobre todo en un mundo conflictivo como el actual, importa la doctrina de las Naciones Unidas en la Conferencia Mundial de Derechos Humanos (Viena, 14 a 25 de junio de 1993):

"Todos los derechos humanos tienen su origen en la dignidad y el valor de la persona humana. Esta es el sujeto central de los derechos humanos y las libertades fundamentales, por lo que debe ser el principal beneficiario de esos derechos y libertades". De allí "la responsabilidad de todos los Estados, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, de fomentar y propiciar el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción alguna por motivos de raza, sexo, idioma o religión, y crear condiciones bajo las cuales puedan mantenerse la justicia y el respeto de las obligaciones emanadas de los tratados y otras fuentes del derecho internacional, promover el progreso social y elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad, practicar la tolerancia y convivir en paz como buenos vecinos y emplear un mecanismo internacional para promover el progreso económico y social de todos los pueblos" formas de discriminación y violencia a que siguen expuestas las mujeres en todo el mundo. Exige "que todos los pueblos del mundo y todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas emprendan con renovado impulso la tarea global de promover y proteger todos los derechos humanos y las libertades fundamentales para garantizar el disfrute pleno y universal de esos derechos"..."cada Estado debe prever un marco de recursos eficaces para reparar las infracciones o violaciones de los derechos humanos. La administración de justicia, en particular los organismos encargados de hacer cumplir la ley y del enjuiciamiento así como un poder judicial y una abogacía independientes, en plena conformidad con las normas contenidas en los instrumentos internacionales de derechos humanos, son de importancia decisiva para la cabal realización de los derechos humanos sin discriminación alguna y resultan indispensables en los procesos e democratización y desarrollo sostenible”

4. En un mundo global, la sentencia concreta adquiere una dimensión planetaria. Llegado el caso, debe ser comunicada a los organismos internacionales relacionados con el tema que se resuelve. Así como "Ios hombres no son islas", tampoco lo son los países. Por eso, como todo juez vive en el mundo, debe comunicar su decisión al mundo, mediante los medios protocolares del caso y también mediante Internet: la tecnología al servicio no sólo de los intereses económicos sino también al servicio de la Justicia, con ojos abiertos para ver la realidad, como la esculpiera magistralmente Lola Mora.

 

B. Datos (realidad) (r) a

Sentencia recurrida

1. Ante la negativa del trabajador a despachar el pasaje de Antonio Domingo Bussi, el empleador le impone una medida disciplinaria, consistente en una "grave amonestación" y lo apercibe que, de incurrir nuevamente en ese tipo de actitud, le aplicará "la sanción más severa conforme a la ley"

2. La señora Jueza considera que "si bien el trabajador incumplió una de las tareas a su cargo (y en un contexto kelseniano, debería ser sancionado), no cabe soslayar que las relaciones laborales se desenvuelven en un determinado marco histórico-político y que sus protagonistas (en el caso el trabajador) son personas y por ende deben ser respetadas por quien ejerce sobre ellas el poder de dirección. En otras palabras: la respetable actitud del dependiente, al negarse por razones de principios a atender aun personaje público y notorio ligado a la historia lacerante de la Argentina, debió compeler ala empleadora a respetar las razones invocadas por su trabajador" (fs.218, primer y segundo párrafo).

En los platillos de la balanza, la señora Jueza pone en uno "la dignidad y conciencia del dependiente" y en el otro "los intereses patrimoniales y comerciales de la empresa". Dado que el demandado ha preferido estos últimos sobre los primeros, concluye en que la sanción impuesta "implica un ejercicio abusivo del poder disciplinario del empleador, pues sobre el objetivo comercial debe prevalecer el respeto a la dignidad del trabajador" (arts. 67 y 68 RCT)". En consecuencia, declara la nulidad de la sanción impuesta

En los platillos de la balanza, la señora Jueza pone en uno "la dignidad y conciencia del dependiente" y en el otro "los intereses patrimoniales y comerciales de la empresa". Dado que el demandado ha preferido estos últimos sobre los primeros, concluye en que la sanción impuesta "implica un ejercicio abusivo del poder disciplinario del empleador, pues sobre el objetivo comercial debe prevalecer el respeto a la dignidad del trabajador" (arts. 67 y 68 RCT)". En consecuencia, declara la nulidad de la sanción impuesta

3. Rechaza la pretensión del actor y de la entidad sindical correspondiente de que se considere al empleador incurso en práctica desleal porque no se ha realizado prueba alguna de que la medida disciplinaria se relacione con la indiscutida posición gremial del trabajador

4. Como ningún daño se ha probado, rechaza la pretensión de reparar el mismo mediante la publicación de la sentencia en el diario de mayor circulación en la ciudad

b. Apelación del demandado

1. Aerolíneas Argentinas SA sostiene que la sentencia carece de "fundamentos jurídicos", “sustentándose sólo en consideraciones de tipo extrajurídicas”.

Dado que la sentencia se aparta de la filosofía kelseniana pero no explica en cuál se apoya, la decisión carece de fundamento, "ni siquiera en el iusnaturalismo más ortodoxo",

2. La sentencia no ha valorado que, precisamente por respeto a los principios del actor, se ha sancionado su falta grave con una medida menor

3. La sentencia descuida que de no haberse subsanado urgentemente la inconducta del actor, el empleador hubiera violado los deberes de transporte público a su cargo, con todos los perjuicios del caso, y hubiera discriminado a Antonio Domingo Bussi

4. La sentencia no ha merituado que la historia argentina ha generado numerosos personajes "especiales". De acuerdo a la tesis sustentada en la decisión, los trabajadores podrían no atenderlos, con las nefastas consecuencias del caso

s. Como la mayoría de las pretensiones del actor han sido des/estimadas, no es razonable imponer el 80% de las costas al apelante

6. Se queja porque los honorarios son elevados

c. Apelación del actor

1. Existe práctica desleal en el demandado por sancionar al actor sin haber iniciado la exclusión de tutela.

Además, por haber violado la libertad de conciencia del actor, uno de los derechos fundamentales de los representantes gremiales

 

2. El daño causado es evidente por lo que se debe publicar la sentencia en un medio masivo de comunicación.

3. No debe cargarse las costas al apelante porque bien pudo considerarse con derecho para litigar como lo hiciera.

c. Valores (v)

En este caso se hallan comprometidos los siguientes derechos humanos:

1. a un orden social justo

Declaración Universal de Derechos Humanos, art, 28

2. a la libertad de conciencia

Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, art. 3

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 18

Pacto de San José de Costa Rica sobre Derechos Humanos, art. 13

D. Menú normativo (n)

a. Normas constitucionales

En el presente caso se hallan comprometidas las siguientes directivas: Derecho a condiciones dignas y equitativas de trabajo (CN art. 14 bis) Derecho ala garantía sindical (CN art. 14 bis)

b. Normas supra legales

Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos fundamentales en el trabajo (1998), art. 1

Declaración sociolaboral del MERCOSUR (1998), art. 8,

c. Normas legales

En el presente caso se hallan comprometidas las siguientes:

Uso razonable de la facultad disciplinaria (RCT arts. 67 y 68)

Concreción de la garantía sindical (ley 23.551, art. 52)

Práctica desleal (ley 23.551, art. 53,1)

E. Decisión como conducta transformadora de la realidad (t)

a. negativa del actor a despachar el pasaje de Antonio Domingo Bussi

1. El tema a resolver se relaciona con la objeción de conciencia. Al respecto, transcribo lo que he afirmado en "Derecho del Trabajo", Platense, La Plata, 1998, párrafo 287:

"1. Estructura: Es el derecho de todo hombre a no empuñar las armas o prepararse para matar, por razones de libertad de conciencia, ofreciendo servicios civiles como alternativa. Si bien refiere a temas bélicos , sistemáticamente cabe extenderla a supuestos laborales vinculados a problemas éticos, en los que el trabajador puede negar su débito hasta que se solucione .el conflicto moral. Cabe visualizarla también como deber en cuanto

su eJercicio contribuye a la Justicia social ya la paz consecuente. Mientras madure el tiempo para concebirlo como normativo, por el momento vale considerarlo como ético, derivado del "nemo laedere".

2. Reconocimiento

Vinculada con el tema bélico, fue reconocida como derecho humano por el Parlamento europeo mediante resolución del 07.02.1983. Ha sido receptada en las legislaciones de Alemania Federal, Austria, Bélgica, Dinamarca, España, Finlandia, Francia, Holanda, Italia, Polonia, Suecia.

En nuestro país, la ley 24.429 (B.O.10/01/95) art.20 norma: "Los ciudadanos que en la oportunidad de la convocatoria expresada en el artículo anterior, se consideren impedidos para cumplir con la capacitación militar, en razón de profesar profundas convicciones religiosas, filosóficas o morales, opuestas en toda circunstancia al uso personal de armas o a la integración de cuerpos militares, deberán cumplir el Servicio Social Sustitutorio, por el término que la reglamentación determine, que no podrá ser mayor a un año" 4. Contenido de la objeción en materia laboral.

En materia laboral, el contenido de la objeción alcanza a toda conducta empresarial que tienda, directa o indirectamente, a violar derechos humanos o in/cumplir los cursos de acción. del Nuevo Orden Económico Social Internacional (NOESI), decidido por las Naciones Unidas. ..."

2. La dictadura militar argentina es un hueso duro de roer en la sociedad civil en cuyo estómago todavía los "jugos gástricos" de la Memoria colectiva no han logrado procesar los hechos ocurridos y los personajes que los llevaron a cabo. Actitudes semejantes se observan en la colectividad judía, en la que el Holocausto nazi sigue presente o en la sociedad japonesa en que las bombas atómicas sobre Hiroshima y Nagasaki aún iluminan el país insular.

Como las senténcias se dictan en un momento histórico determinado (el "hic et nunc" de los romanos), la ubicación espacio temporal de la decisión recurrida es correcta en cuanto la conducta del actor no se entendería fuera del contexto de la dictadura militar reciente, dentro de la cual él fuera detenido durante 20 días (fs. 13). En tal marco, la conducta del actor, lejos de ser un incumplimiento, ha sido ejemplar porque si a todos los personeros de la dictadura se los tratara del mismo modo, la sanción societal compensaría en parte los "beneficios" obtenidos por las leyes de obediencia final y de puntó final. Esto no es discriminación, como dice el demandado, sino simplemente justicia ya que en la balanza de la conciencia los horrores de la dictadura son compensados por un trato duro, en este caso negarse a despachar el pasaje de uno de los más importantes personajes de la dictadura.

3. El demandado, contraponiendo Kelsen y iusnaturalismo, sostiene que la sentencia se aparta del primero pero no indica en qué fuente filosófica abreva. Por ello, en su primer agravio, a fs.22 vta, afirma que la decisión carece de fundamentos jurídicos, "sustentándose sólo en consideraciones de tipo extrajurídicas" (argumento que ciertos jueces de alzada, en su época jueces de la dictadura militar, utilizan para descalificar sentencias que es imposible rebatir).

El demandado descuida que, lejos de carecer de fundamentos jurídicos, la sentencia se basa en los Derechos Humanos, cimiento de todo sistema normativo que pretenda seriedad. Por ello, la sentencia debe recorrer el mundo mediante Internet porque muestra que en estas lejanas playas del Sur, en los límites de Occidente, existen seres humanos que llaman a las cosas por su nombre. Como dijera Kelsen: "Hay, sin embargo, una afirmación que en el orden de la experiencia puede ser hecha por la teoría, a saber: únicamente un orden jurídico que no satisface los intereses de uno en perjuicio de los de otro, sino que establece entre los intereses contrapuestos un compromiso, a fin de reducir al mínimo las fricciones posibles, puede aspirar a una existencia relativamente larga. Sólo un orden de este tipo se hallaría en condiciones de asegurar a los sometidos a él una paz social sobre bases relativamente permanentes. y aún cuando el ideal de justicia en el sentido originario aquí desenvuelto es algo enteramente distinto del ideal de paz, existe una clara tendencia a identificar los dos ideales o, cuando menos, a substituir el de paz por el de justicia" ("Teoría General del Derecho y del Estado", edit. U. México, 1979).

Por otra parte, la sentencia refiere expresamente a RCT arts. 67 y 68 por lo que tampoco carece de base normativa.

Sus consideraciones respecto del trabajador como persona, oblicuamente refieren a RCT art. 4. El ordenamiento normativo tutela a través de RCT art. 4, al trabajo comó-'actividad lícita', que 'tiene como principal objeto la actividad productiva y creadora del hombre en sí'. Esta conceptualización normativa alcanza y recepta una noción de tipo ontológico, mostrando cómo de una concepción filosófica se puede derivar otra que se plasma en la ley. Al expresar el texto legal 'del hombre en sí', remite a la esencia del hombre, fuertemente ligada a una actividad propia de ese tipo de ente que somos, y que es el trabajo. Según Job, "el hombre nace para trabajar como el ave nace para volar", por lo que "el trabajo constituye una dimensión fundamental de la existencia del hombre en la tierra" ("Laborem exercens", pár. 12), discutiéndose así, desde la raíz misma del hombre, todos los intentos políticos y económicos basados en la exclusión de las grandes mayorías. La tutela del trabajo y del trabajador se conecta con su esencia y con su dignidad humana, no con un menoscabo ontológico de su naturaleza, con incidencia en el ámbito legal. La sociedad tutela al trabajador porque es un ser digno, y no porque éste sea, como algunos dicen, 'simple y modesto'. De ninguna manera la subordinación jurídica del trabajador respecto del empleador puede interpretarse como un menoscabo e:n su naturaleza.

 

 

4. Ya que finalmente fue despachado el pasaje en cuestión, no ha existido daño alguno a la empresa. Por ello, el argumento del demandado relativo a sus eventuales responsabilidades como transportista público no conmueve la sentencia.

5. La existencia en la sociedad argentina de "personajes especiales" que podrían no ser atendidos por razones de conciencia por otros empleados, es un dato a tener en cuenta en un convenio colectivo o en un reglamento consensuado para establecer los necesarios reemplazos de los objetores de conciencia y conjugar sus imperativos éticos con las necesidades operativas del servicio. Como se aprecia, el argumento no menoscaba la sentencia.

6. El argumento de que por respeto a la persona del actor se ha sancionado su falta grave con una sanción menor, menoscaba dos datos fundamentales:

6.1. no ha existido falta alguna por parte del actor, por lo que la sanción no corresponde.

6.2. dado que la posición sindical del actor en la empresa no se discute, el empleador hubiera debido, antes de sancionarlo, recurrir al procedimiento de exclusión de tutela, establecido en la ley 23.551 arts. 47 y 52. Cabe recordar que en el caso de un trabajador garantizado por la tutela sindical, el empleador debe recurrir al procedimiento de exclusión de tutela, establecido en la ley 23.551 art. 47, en tres situaciones normadas por el art. 52 (despido, suspensión o modificación de las condiciones de trabajo). Dentro de la segunda variable (suspensión) se recepta cualquier otra medida disciplinaria, incluso el apercibimiento. Si así no fuese, el trabajador garantizado podría ser continuamente hostigado por el empleador mediante medidas disciplinarias menores a la suspensión pero que molestan o perjudican su horizonte mental.

Como el empleador no ha recurrido al proceso de exclusión de tutela, antes de sancionar al actor, su argumento cede.

7. La memoria recuerda que durante la dictadura militar argentina, un maletero de un hotel parisino se negó a llevar las valijas de Eduardo Massera. Ante ello, fue despedido. El tribunal consideró injusto el despido y ordenó reincorporar al trabajador despedido, con el argumento de que en un país libre como Francia los dictadores no deben ser atendidos.

Dada la globalización, este fallo es un digno precedente para confirmar la sentencia recurrida.

8. Por estas consideraciones, cabe rechazar la apelación del demandado en esta parte.

b. práctica desleal del empleador

1. Los empleadores (también el Estado empleador) o sus organizaciones profesionales pueden vulnerar la libertad sindical mediante conductas obstructivas, violatorias o de influencia, prevaliéndose del poder en cualquiera de sus elementos: social, cultural, económico, político. Tales conductas son  antisindicales porque su sentido es claro: perjudicar la libertad sindical. Dado el método utilizado (abuso del poder), son desleales ya que violan la ética de las relaciones profesionales.

Se tienen, así, los elementos de la práctica desleal (PD) : agente social (As), abuso del poder (Ap), violación de la libertad sindical (Vis).

Puede formularse: PD = As + Ap + Vis (cr. mi "El nuevo derecho sindical argentino", 2a. edic., Platense, La Plata, 1993, pár.269).

2. De acuerdo a la ley 23.551 art.53.i) constituye práctica desleal el despido, suspensión o modificación de las condiciones de trabajo del trabajador garantizado sindicalmente, por razones que no sean "de aplicación general o simultánea a todo el personal".

Como ya se explicara, dentro del concepto "suspensión", se recepta cualquier otra medida disciplinaria menor, como la de este caso. . Como el inciso prescinde de la finalidad del empleador, no es necesario probar su ánimo antisindical, bastando la conducta objetiva y particularizada.

3. Por ello, en este caso el empleador ha incurrido en práctica desleal.

 

 

4. Dado que la sanción de la práctica deleal es una multa con dimensión económica y destino específico (ley 23.551, art. 55), debe imponerse, aunque el afectado no la hubiera solicitado en la demanda, como en este caso.

4.1. Si bien queda a criterio del juzgador, la multa ha de imponerse con razonabilidad, teniendo en cuenta las características del caso, la medida del incumplimiento del empleador, la dimensión de la empresa, y las pautas de la ley 25.212 (8.0.06.01.2000).

En este caso, las características del asunto refieren aun objetor de conciencia ya una empresa de aviación de fama y alcance mundial, lo que trae a la memoria el conflicto entre David y Goliat (1 Samuel, cap. XVII).

El incumplimiento ha sido grave, porque se ha vulnerado no sólo la conciencia del trabajador sino también la libertad sindical, mediante un comportamiento que difícilmente se hubiera manifestado en Europa y que muestra cómo nos trata el capital extranjero, alegremente introducido en estas lejanas playas del Sur en estos últimos "10 años que cambiaron la historia". En este conflicto no sólo se ha ofendido al actor individualmente sino también a los trabajadores colectivamente, representados por la entidad sindical que también actúa en este proceso.

La disparidad de condiciones y de fuerza entre ambos contendores inclina la balanza en el sentido de imponer al transgresor la mayor multa posible dentro del esquema de infracción muy grave, establecido en la ley 25.212, art. 4, por lo que la multa a imponer ha de graduarse desde $ 1.000 a $ 5.000 (art. 5.3) por cada afectado, Miguel Angel Armella y la Asociación del Personal Aeronáutico~

4.2. Dado que son dos los afectados, la multa a imponer al demandado es la máxima posible dentro de los parámetros legales mencionados:

$ 10.000 ($5.000 x 2).

4.3. De acuerdo a la sentencia, el empleador debe, dentro del tercer día de notificado, eliminar del legajo del actor la sanción impuesta y la amenaza de apercibimiento. Como con esa conducta finaliza la práctica desleal, el empleador queda apercibido que la multa será incrementada de acuerdo a los parámetros de la ley 23.551, art. 55.2, si se dieran las condiciones previstas en dicha norma.

S. conducta judicial frente a la práctica desleal

S.l. La Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos fundamentales en el trabajo (1998) recuerda que "la creación de la OIT procedía de la convicción de que la justicia social es esencial para garantizar

una paz universal y permanente" y considera "que el crecimiento económico es esencial, pero no suficiente, para asegurar la equidad, el progreso social y la erradicación de la pobreza, lo que confirma la necesidad de que la OIT promueva políticas sociales sólidas, la justicia e instituciones democráticas". Para ello, la Organización "debe hoy más que nunca movilizar el conjunto de sus medios de acción normativa, de cooperación técnica y de investigación en todos los ámbitos de su competencia, y en particular en los del empleo, la formación profesional y las condiciones de trabajo, a fin de que en el marco de una estrategia global de desarrollo económico social, las políticas económicas ~  y sociales se refuercen mutuamente con miras a la creación 'de un desarrollo sostenible de base amplia".

Afirma que "con el objeto de mantener el vínculo entre progreso social y crecimiento económico, la garantía de los principios y derechos fundamentales en el trabajo reviste una importancia y un significado especiales al asegurar a los propios interesados la posibilidad de reivindicar libremente y en igualdad de oportunidades una participación justa en las riquezas a cuya creación han contribuido, así como la de desarrollar plenamente su potencial humano".

En ese contexto, la Conferencia Internacional del Trabajo 1998 recuerda que " a) que al incorporarse libremente ala OIT, todos los Miembros han aceptado los principios y derechos enunciados en su Constitución y en la Declaración de Filadelfia, y se han comprometido a esforzarse por lograr los objetivos generales de la Organización en toda la medida de sus posibilidades y atendiendo a sus condiciones específicas; b) que esos principios y derechos han sido expresados y desarrollados en forma de derechos y obligaciones

específicos en convenios que han sido reconocidos como fundamentales dentro . y fuera de ta Organización".

Declara "que todos los Miell1bros, aún cuando no hayan ratificado los convenios aludidos, tienen un compromiso que se deriva de su mera pertenencia a la Organización de respetar, promover y hacer realidad, de buena fe y de conformidad con la Constitución, los principios relativos a los derechos fundamentales que son objeto de esos convenios, es decir:

a) la libertad de asociación y la libertad sindical..,"

Decide "que, para hacer plenamente efectiva la presente Declaración, se pondrá en marcha un seguimiento promocional, que sea creíble y eficaz, con arreglo a las modalidades que se establecen en el anexo que se considerará parte integrante de la Declaración".

Dentro de ese esquema, cabe enviar copia de esta sentencia ala OIT, a sus oficinas en Buenos Aires, a sus efectos.

5.2. La Declaración sociolaboral del MERCOSUR (1998) entre los derechos de los trabajadores reconoce la libertad sindical (art. 8).

Por ello, cabe enviar copia de esta sentencia al Ministerio de Trabajo para que tenga presente el caso cuando elabore la Memoria Anual respecto de la Declaración.

c. reparación del daño causado

I. Dado el estado público de la cuestión, el daño causado por el empleador no necesita mayores elementos de prueba.

2. El medio elegido por los actores para reparar el daño no ha sido cuestionado por el demandado y guarda relación con el perjuicio causado.

Por ello, corresponde que esta sentencia sea publicada en uno de los diarios de mayor circulación en Capital Federal.

3. Para designar el diario se celebrará audiencia dentro de los 10 días de notificada la sentencia, a la que han de concurrir las partes.

Si no concurrieran o no se pusieran de acuerdo sobre el diario en que se publicará la sentencia, el mismo será designado por el Tribunal.

4. Una vez designado el medio, el demandado debe gestionar la publicación dentro de los 10 días siguientes, bajo apercibimiento de que si así no lo hiciera se le impondrán astreintes de $ 500 diarios por cada día de mora, sin perjuicio de que los actores publiquen la sentencia y persigan al demandado por el cobro de la publicación.

d. honorarios

I. Los mismos son razonables. 2. Por ello, deben confirmarse.

e. imposición de costas

I. Como la sentencia recurrida se modifica haciendo lugar a la demanda en todas sus partes, las costas deben cargarse solamente en el demandado.

2. Cabe modificar la sentencia a tal efecto.

f. conclusión

Por todo ello, en base a la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, art. 3, ~ la Declaración Universal de Derechos Humanos, art. 28, al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 18, al Pacto de San José de Costa Rica sobre Derechos Humanos, art. 13, a la Constitución Nacional art. 14 bis, Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos fundamentales en el trabajo (1998), art. 1, a la Declaración sociolaboral del MERCOSUR (1998), art. 8, a RCT arts. 67 y 68, a la ley 23.551, arts. 52 y 53.1, cabe:

1. rechazar la apelación del demandado, con costas de alzada.

2. modificar parcialmente la sentencia:

2.1. condenando al demandado por práctica desleal, imponiéndole una multa de $10.000, con el apercibimiento que la multa será incrementada de acuerdo a los parámetros de la ley 23.551, art. 55.2, si se dieran las condiciones previstas en dicha norma.

2.2. condenando al demandado a publicar la sentencia publicada en uno de los diarios de mayor circulación en Capital Federal.

Para designar el diario se celebrará audiencia dentro de los 10 días de notificada la sentencia, a la que han de concurrir las partes.

Si no concurrieran o no se pusieran de acuerdo sobre el diario en que se publicará la sentencia, el mismo será designado por el Tribunal.

Una vez designado el medio, el demandado debe gestionar la publicación dentro de los 10 días siguientes, bajo apercibimiento de que si así no lo hiciera se le impondrán astreintes de $ 500 diarios por cada día de mora,

,"

sin perjuicio de que los actores .publiquen la sentencia y persigan al demandado por el cobro de la publicación.

2.3. .imponiendo las costas de ambas instancias íntegramente al demandado.

3. regular los honorarios de segunda instancia sobre los de primera, en un 35% al letrado del actor y un 25% al letrado del demandado.

4. enviar copia de esta sentencia ala OIT en sus oficinas de Buenos Aires, a sus efectos.

5. enviar copia de esta sentencia al Ministerio de Trabajo para que tenga presente el caso al momento de redactar la Memoria Anual sobre la Declaración Sociolaboral del MERCOSUR.

II. Así voto.

EL DOCTOR JUAN CARLOS FERNANDEZ MADRID DIJO:

Que adhiere al voto del Dr. De La Fuente.

En atención al resultado del presente acuerdo, EL TRIBUNAL RESUELVE: I) Revocar el fallo apelado, y en su mérito declarar válida la sanción disciplinaria aplicada al actor. II) Imponer las costas de ambas instancias en el orden causado. III) Regular los honorarios de segunda instancia de los letrados firmantes a fs. 220 y fs. 223 en un 25% y 30% respectivamente de lo que a cada uno le corresponde percibir por su labor en la anterior etapa.

Cópiese, regístrese, notifíquese y vuelvan.

 

Horacio Héctor De La Fuente – Juan C. Fernández Madrid – Rodolfo E. Capon Filas

 

 

 

 

 

 

 

 

 

